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Radicación Nro.


66001-31-05-003-2016-00345-01
Proceso

        

Ordinario Laboral

Demandante:


Carlos Evelio Flórez Álzate      
Demandado:


Protección S.A.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
             Juzgado Cuarto Laboral del Circuito

Temas: 


PENSIÓN DE INVALIDEZ / COTIZACIÓN DE SEMANAS NECESARIAS / CONDICIÓN MAS BENEFICIOSA / PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL CORTE SUPREMA / APLICA LEY 100 CUANDO INVALIDEZ OCURRE DENTRO DE LOS 3 AÑOS SIGUIENTES A LA VIGENCIA DE LEY 860-2003 / NO SE CUMPLE / REVOCA /  NIEGA / Con tal premisa puesta de presente, para el asunto que aquí debe decidirse, la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia SL4650 de 28 de enero de 2017 radicación Nº 45262, reiterada en las sentencias SL11745 de 1º de agosto de 2017, SL12555 de 16 de agosto de 2017 y SL17986 de 1º de noviembre de 2017, sentó su posición frente a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en los casos en que la muerte o la invalidez se produce en vigencia de las leyes 797 y 860 de 2003, concluyendo que solo es viable dar paso a la aplicación de la Ley 100 de 1993 en su estado original cuando el evento (muerte o invalidez) se produzca dentro de los tres años siguientes a la fecha de expedición de las mencionadas leyes 797 y 860 de 2003
(…)

Así las cosas, al haber proferido la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia más de tres decisiones en ese sentido como órgano unificador de la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, esta Sala de Decisión acoge esa postura como doctrina probable, y en consecuencia para que sea viable la aplicación de la Ley 100 de 1993 cuando la muerte o la invalidez del afiliado se produzca en vigencia de las Leyes 797 y 860 de 2003 respectivamente, tales eventos deben haberse ocasionado dentro de los tres años siguientes a su vigencia.
(…)

Tampoco es tema que se discuta que la norma que regula el asunto, es la observada por el fondo privado, que señala que el afiliado debe haber cotizado al sistema general de pensiones por lo menos 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez; sin embargo, al revisar la historia laboral del actor  –fls.14 a 22 vto- dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez, el señor CEFA registra 47.28 semanas de cotización al sistema general de pensiones, lo que significa que no cuenta con el número de semanas suficientes para acceder a la pensión de invalidez,  sin que sea posible aplicar el principio de la condición más beneficiosa en la forma prevista por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, por cuanto la invalidez no se configuró dentro de los tres años siguientes a la fecha en que entró en vigencia la Ley 860 de 2003
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, primero de junio de dos mil dieciocho, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 1º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 15 de febrero de 2017, dentro del proceso que promueve CARLOS EVELIO FLOREZ ALZATE a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2016-00345-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Carlos Evelio Florez Alzate que la justicia laboral que, en aplicación al principio de la condición más beneficiosa, se declare que tiene derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 9 de agosto de 2014, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Fundamento de tales pretensiones radica en el hecho de que se encuentra afiliado a Protección S.A., siendo calificado con una pérdida de capacidad laboral de origen común del 62.34% con fecha de estructuración de 9 de agosto de 2014; dentro de los tres años anteriores a esta data cuenta con 47,91 semanas, las cuales no fueron suficientes para que la entidad accionada reconociera a su favor la pensión de invalidez.

Refiere que contra dicha decisión interpuso los recursos de reposición y en subsidio de apelación por considerar que, en aplicación de la condición más beneficiosa, la prestación debía serle reconocida, dado que acredita los requisitos mínimos establecidos en la Ley 100 de 1993 en su versión original, pues las semanas antes referidas fueron cotizadas en el año entre el 9 de agosto de 2013 y el año siguiente y, en el año anterior a la vigencia de la Ley 860 de 2003 tenía cotizadas más de 35 semanas al sistema pensional.

De dicha petición no obtuvo respuesta, pues la accionada dirigió la respuesta a una persona desconocida y no le brindó información al respecto, toda vez que su caso venía siendo manejado en la ciudad de Medellín.
Al dar respuesta a la demanda –fls. 57 a 79- Protección S.A. aceptó los hechos relacionados con la pérdida de capacidad laboral del actor, el porcentaje, la fecha de estructuración, el origen y el número de semanas que acredita en los tres años anteriores configuración de su estado de invalidez. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Genérica”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Inexistencia de la obligación y cobro de lo no adeudado”, “Inexistencia de la causa por insuficiente densidad de semanas cotizadas”, “Compensación”, “Culpa exclusiva del accionante”, “Exoneración de condena en costas y de intereses de mora”, “Falta de causa para pedir”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Falta de personería sustantiva por pasiva” e “Inexistencia de la fuente de la obligación”.

En sentencia de 15 de febrero de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que AL señor Carlos Evelio Florez Alzate, en aplicación el principio de la condición más beneficiosa, le debe ser reconocida la pensión de invalidez a partir del 9 de agosto de 2014, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente.

A la anterior decisión arribó luego de verificar que el demandante cuenta con 26 semanas cotizadas en el año anterior a la estructuración de la invalidez y con ese mismo número de cotizaciones en igual lapso, antes de entrar en vigencia la ley 860 de 2003. 
Los intereses moratorios, luego de la solicitud de aclaración de la sentencia por parte del actor respecto a la fecha de causación de los mismos,  fueron ordenados a partir de la ejecutoria de la sentencia y hasta la fecha en que se haga efectivo el pago de la obligación.
Inconforme con la decisión, la parte demandada la impugnó indicando que el actor no cumple con los requisito establecidos en la Ley 860 de 2003, para acceder a la gracia pensional, en tanto que no cuenta con 50 semanas cotizadas en los tres año anteriores a la estructuración la su invalidez, falencia que no puede ser suplida con la aplicación de una normatividad que no regula su caso.

Sostiene que, conforme lo expuesto, debe negarse el reconocimiento de la prestación, pero que en el caso de mantenerse la condena impuesta, se le exonere de pagar intereses moratorios y costas procesales, pues siempre obro con apego a la ley.

Luego de la aclaración de la sentencia por parte del Juzgado respecto al tema de los interese moratorios, la parte actora indicó que estos debían ser reconocidos desde que se hicieron exigibles las mesadas pensionales, conforme lo señala el artículo 141 de la ley 100 de 1993.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURÍDICO:

¿Tiene derecho el señor Carlos Evelio Flores Álzate a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
JURISPRUDENCIA DE LA SALA DE CASACIÓN LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA FRENTE A LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA.

Prevé el artículo 4º de la Ley 169 de 1896 que tres decisiones uniformes dadas por la Corte Suprema de Justicia como Tribunal de Casación sobre un mismo punto de derecho constituyen doctrina probable.

En ese sentido la Corte Constitucional en la sentencia C-836 de 2001, por medio de la cual declaró exequible la referenciada norma, manifestó que la Corte Suprema de Justicia como juez de casación se le ha encomendado el deber de unificar la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, situación que lleva a la propia Corte y a los jueces de esa jurisdicción a no apartarse por su sola voluntad de la jurisprudencia que sobre un mismo tema ha construido el alto tribunal, pues precisamente la razón de su existencia es diseñar el orden que garantice la igualdad; lo que implica que, para apartarse de la doctrina probable, los jueces están obligados a tener unas superiores razones jurídicas que pongan en evidencia la equivocación del razonamiento que viene aplicando la respectiva Sala de Casación.
Con tal premisa puesta de presente, para el asunto que aquí debe decidirse, la Sala de Casación Laboral a partir de la sentencia SL4650 de 28 de enero de 2017 radicación Nº 45262, reiterada en las sentencias SL11745 de 1º de agosto de 2017, SL12555 de 16 de agosto de 2017 y SL17986 de 1º de noviembre de 2017, sentó su posición frente a la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en los casos en que la muerte o la invalidez se produce en vigencia de las leyes 797 y 860 de 2003, concluyendo que solo es viable dar paso a la aplicación de la Ley 100 de 1993 en su estado original cuando el evento (muerte o invalidez) se produzca dentro de los tres años siguientes a la fecha de expedición de las mencionadas leyes 797 y 860 de 2003; postura que explicó en los siguientes términos:

“Pero ¿cuál es el tiempo de permanencia de esa «zona de paso» entre la Ley 100 de 1993 y la Ley 797  de 2003? Bueno, para la Corte lo es de tres años, tiempo este que la nueva normativa (Ley 797 de 2003) dispuso como necesario para que los afiliados al sistema de pensiones  reúnan  la densidad de semanas de cotización-50- y una vez verificada la contingencia de la muerte los  causahabientes puedan acceder a la prestación correspondiente. 

Con ese fin, se obtiene un punto de equilibrio y  se conserva razonablemente por un lapso determinado- tres años-, los «derechos en curso de adquisición», respetándose así, para determinadas personas, las semanas mínimas  establecidas en la Ley 100 de 1993, «con miras a la obtención de un derecho en materia de pensiones, cuya efectividad se subordina al cumplimiento ulterior de una condición», cual es, la muerte. 

Entonces, algo debe quedar muy claro. Solo es posible que la Ley 797 de 2003 difiera sus efectos jurídicos hasta el 29 de enero de 2006, exclusivamente para las personas con una expectativa legítima. Con estribo en ello se garantiza y protege, de forma interina pero suficiente, la cobertura al sistema general de seguridad social frente a la contingencia de la murte, bajo la égida de la condición más beneficiosa. Después de allí no sería viable su aplicación, pues este principio no puede convertirse en un obstáculo de cambio normativo y de adecuación de los preceptos a una realidad social y económica diferente, toda vez que es de la esencia del sistema el ser dinámico, jamás estático. Expresado en otro giro, durante dicho periodo (29 de enero de 2003 – 29 de enero de 2006), el artículo 46 de la Ley 100 de 1993 continúa produciendo sus efectos con venero en el principio de la condición más beneficiosa para las personas con expectativa legítima, ulterior a ese  día opera, en estrictez, el relevo normativo y cesan los efectos de este postulado constitucional.”.
Así las cosas, al haber proferido la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia más de tres decisiones en ese sentido como órgano unificador de la jurisprudencia nacional en la jurisdiccional ordinaria, esta Sala de Decisión acoge esa postura como doctrina probable, y en consecuencia para que sea viable la aplicación de la Ley 100 de 1993 cuando la muerte o la invalidez del afiliado se produzca en vigencia de las Leyes 797 y 860 de 2003 respectivamente, tales eventos deben haberse ocasionado dentro de los tres años siguientes a su vigencia.
EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión en esta sede que: i) la Cía Suramericana de Seguros de Vida S.A. con quien Protección S.A. tiene contratado el seguro provisión, en dictamen emitido el 26 de junio de 2015 –fls 9 a 13, dictaminó que el señor Carlos Evelio Florez Alzate tiene una PCL equivalente al 63.34% de origen común, estructurada el 9 de agosto de 2014; ii) a través de comunicación de fecha 15 de septiembre de 2015 –fls 27 y 28- Protección S.A. negó el reconocimiento de la pensión de invalidez, por no cumplir con los requisitos establecidos en la Ley 860 de 2003.
Tampoco es tema que se discuta que la norma que regula el asunto, es la observada por el fondo privado, que señala que el afiliado debe haber cotizado al sistema general de pensiones por lo menos 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez; sin embargo, al revisar la historia laboral del actor  –fls.14 a 22 vto- dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez, el señor Florez Alzate registra 47.28 semanas de cotización al sistema general de pensiones, lo que significa que no cuenta con el número de semanas suficientes para acceder a la pensión de invalidez,  sin que sea posible aplicar el principio de la condición más beneficiosa en la forma prevista por el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral, por cuanto la invalidez no se configuró dentro de los tres años siguientes a la fecha en que entró en vigencia la Ley 860 de 2003, que lo fue el 26 de diciembre de esa anualidad.
En el anterior orden de ideas, se revocará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 15 de febrero de 2017.
La anterior decisión releva a la Sala de estudiar el recurso de apelación formulado por la parte actora.

Costas en ambas instancias a cargo del promotor de la litis en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 15 de febrero de 2017, para en su lugar absolver a la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A. de todas y cada una de las pretensiones incoadas con la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
                                                                                             Salva voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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